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COMENTARIO A LA STC 01126-2011-PHC, 
DE 11 DE SETIEMBRE DE 2012

LA gArANTíA CONSTITUCIONAL DE LA 
PrOPIEDAD SObrE LA TIErrA DE LAS 
COMUNIDADES NATIVAS Y CAMPESINAS

POR JAVIER ADRIÁN CORIPUNA
Asesor Jurisdiccional del Tribunal Constitucional

 1. Materias constitucionalmente relevantes examinadas por el Tribunal 
Constitucional

Los asuntos constitucionales de mayor interés en la sentencia bajo comen-
tario son los siguientes: i) Constitución, multiculturalismo y realidad social; ii) 
la garantía de la propiedad sobre la tierra de las comunidades nativas y campe-
sinas; y iii) las consecuencias del ejercicio de protección del territorio comunal 
y la autonomía comunal.

 
2. Contexto histórico-político de la Sentencia 

Más allá de los cuestionamientos a esta sentencia, dentro de los que destaca 
un fundamento de voto respecto de la decisión mayoritaria, el pronunciamiento 
del Tribunal Constitucional se circunscribe en un contexto social y político en 
el que la defensa de los derechos de las comunidades campesinas y nativas, 
así como su compatibilidad con otros derechos fundamentales como la libertad 
de empresa, la libertad de comercio, entre otras, vinculadas a la explotación 
de recursos naturales, son de la mayor preocupación e interés por parte de los 
poderes públicos (administración, legislación y jurisdicción), organismos no 
gubernamentales, ámbitos académicos (sociológicos y jurídicos, aunque estos 
últimos en menor medida) y la sociedad en general.

Quizás sea el denominado “Baguazo” ocurrido en junio de 2009, uno de los 
hechos más dolorosos que ha vivido la sociedad peruana en los últimos tiempos, 
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cuando murieron 34 peruanos (entre policías y nativos) en los enfrentamientos 
originados por un conjunto de decretos legislativos que se estimaba vulnerato-
rios de los derechos de comunidades nativas, lo que ha obligado a desarrollar un 
diálogo intercultural entre el Estado y la población indígena.

Más allá de las respectivas responsabilidades jurídicas y políticas que deben 
determinarse sobre tales hechos es indispensable que en materia constitucional 
se deba promover y efectivizar la investigación sobre el derecho a la propiedad 
territorial y el respeto a la autonomía de las comunidades nativas, no sólo te-
niendo en cuenta el propio texto constitucional, los respectivos instrumentos in-
ternacionales de protección de tales institutos, la doctrina y jurisprudencia com-
parada, sino principalmente, nuestra realidad indígena y nativa, no sólo para 
asumir que los integrantes de dichas comunidades tienen iguales derechos que 
todos los peruanos, sino que además tienen un estatuto especial, que requiere un 
trato especial, como es la protección de su identidad cultural indígena y nativa, 
de respetar su cosmovisión basada en su estrecha relación con la tierra en tanto 
factor primordial de su vitalidad física, cultural y espiritual [CIDH, Informe 
No. 40/04, Caso 12.053, Comunidades Indígenas Mayas del Distrito de Toledo, 
Belice, 12 de octubre de 2004, párr. 155].

3. Análisis

En el presente caso, el TC anuló una resolución judicial que posibilitó que 
empresas de transporte (Los Mineros S.A.C. y Los Pioneros S.r.L.), ajenas al 
territorio de la comunidad nativa “Tres Islas” (conformada por los pueblos Shi-
pibo y Ese’Eja, ubicados en la provincia de Tambopata, departamento de Madre 
de Dios), puedan transitar por dicha comunidad. El Tribunal sostuvo que la re-
solución cuestionada omitió considerar que al permitir tal ingreso se vulneraba 
la autonomía comunal y la propiedad territorial de la Comunidad Nativa Tres 
Islas.

Como asuntos de relevancia constitucional desarrollados por el TC en este 
caso destaca en primer lugar que la precisión hecha respecto del multicultura-
lismo, el mismo que según se afirma, puede ser comprendido de dos maneras: 
como la descripción u observación de determinada realidad social, y también 
como una política de Estado que en base al reconocimiento de tal realidad, pre-
tende reconocer derechos especiales a minorías estructuradas e identificadas en 
torno a elementos culturales. 

Se alude también que la inclusión de la perspectiva multicultural (o inter-
cultural) en la Constitución, implica un “giro copernicano” en el concepto de 
Nación y, por consiguiente, de la identidad nacional. Desde la perspectiva mul-
ticultural, la idea de una nación conformada por una única y exclusiva cultura 
homogénea “debe de repensarse”. Lo multicultural implica la aceptación de 
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distintas culturas, manifestaciones culturales y distintas actitudes de ser y enten-
der lo que es ser peruano, del desarrollo de la libre personalidad, de la visión co-
munitaria de las costumbres que provienen de la experiencia histórica, religiosa 
y étnica; y que informa a su manera y en su singularidad peculiar la identidad 
nacional en todas sus variantes. Una visión que pretenda la integración conside-
rando las diferencias culturales o que plantee estrategias de tolerancia por ciu-
dadanías diferenciadas, es más respetuosa de las realidades e identidad cultural 
y étnica de los pueblos indígenas. La premisa de la que se parte es que deben 
dejarse atrás perspectivas que situaban a los pueblos indígenas como culturas 
de menor desarrollo y valía y pasar a reconocerlas como iguales, con el mismo 
valor y legitimidad que la llamada cultura dominante. Este es un proceso que 
requerirá un cambio progresivo de las instituciones democráticas del Estado y 
la sociedad.

En segundo lugar, en cuanto a la garantía de la propiedad sobre la tierra de 
las comunidades nativas y campesinas, el TC sostiene que la visión civilista 
de la propiedad debe ser recompuesta desde una mirada multicultural, esto es, 
tomando en cuenta aspectos culturales propios para el caso de los pueblos in-
dígenas. Así, la Constitución establece una garantía expresa sobre la propiedad 
de la tierra en forma comunal o cualquier otra forma asociativa (artículo 88°). Y 
además prescribe en el artículo 89º que las comunidades campesinas y nativas 
deciden sobre el uso y la libre disposición de sus tierras, desprendiéndose de 
ello la facultad para decidir quiénes ingresan a sus territorios. Así, tales herra-
mientas legales permiten ejercer su derecho a la propiedad de su territorio. En 
tal sentido, resulta claro que las comunidades nativas y campesinas tienen el 
legítimo derecho de, en virtud del derecho a la propiedad, controlar intrusio-
nes a su propiedad. Cabe precisar, no obstante, que tal derecho de propiedad, 
como cualquier otro derecho en el marco del Estado Democrático y Social de 
Derecho, se encuentra limitado por otros bienes constitucionales, como  son los 
establecidos en los artículos 66º, 67º, 70º y 72º, entre otros.

Finalmente, en el caso concreto, el TC considera que se ha acreditado la 
vulneración del derecho a la propiedad del territorio de la Comunidad Nativa 
Tres Islas, al haberse permitido a las empresas de transporte ingresar al territo-
rio de tal comunidad, sin que medie título legítimo que así lo autorice. Y es que 
si bien es cierto que la libertad de tránsito es un derecho fundamental, también 
lo es que está sometida a ciertos límites, como lo es no invadir tierras ajenas 
sin consentimiento de los propietarios. Se alega que la sentencia cuestionada 
no toma en cuenta el derecho de propiedad de la comunidad nativa amparada 
por los artículos 2º.16, 88º y 89 de la Constitución, centrándose tan solo en la 
libertad de tránsito invocada por los demandantes. 


